
DECRETO No. 1454 DEL 19 DE JUNIO DE 1942.  
 
Sobre fomento forestal.  
 
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA,  
en uso de sus atribuciones legales y especialmente de las que  
le confiere la Ley 128 de 1941,  
 
DECRETA:  
 
 
Artículo 1: Denomínase "bosques de interés general", aquellos  
-que hallándose o no dentro de la zona forestal protectora,  
definida por el Decreto No. 1383 de 1940- contengan especies  
forestales de elevado valor comercial, que económicamente  
convenga conservar.  
 
Corresponde al Ministerio de la Economía Nacional determinar  
cuándo un bosque es de interés general. Dicho Ministerio  
podrá también clasificar un bosque -sea o no de interés  
general- como perteneciente a la zona forestal protectora,  
aunque no esté incluido en ninguno de los casos que  
taxativamente enumeran los artículos 1 y 2 del citado Decreto  
1383 de 1940.  
 
Denomínanse "bosques públicos" los que pertenecen a entidades  
de derecho público.  
 
Artículo 2: De conformidad con lo ordenado en el [Artículo 10  
de la Ley 200 de 1936], para aprovechar productos forestales o  
efectuar explotaciones en bosques o montes privados, sean o  
no protectores o de interés general, además de actuar como  
dueño, arrendatario o concesionario, debidamente autorizado  
por aquél, es necesario obtener permiso del Ministerio de la  
Economía Nacional quien sólo concederá los que, a su juicio,  
no rebase la capacidad productora del bosque, ni lo  
desvaloricen, y siempre que la explotación se ejecute en  
forma compatible con su conservación, si se trata de bosques  
protectores o de interés general.  
 
Parágrafo: Este permiso es necesario aun en los casos  
permitidos por el artículo 3 del Decreto 1383 de 1940.  
 
Artículo 3: Los bosques o montes públicos necesariamente han  
de ser explotados mediante control del Gobierno, con arreglo  
a normas técnicas que garanticen su conservación y procuren  
la obtención del máximo beneficio económico social.  
 
En lo sucesivo, en los bosques o montes públicos sólo se  
permitirá aprovechamientos o explotaciones por los sistemas  
que señalan los artículos 5 y 6 del Decreto 1383 de 1940, es  
decir, por concesión o por subasta mediante aforo y tasación  
de los productos.  
 
Las subastas se celebrarán por el Ministerio de la Economía  
Nacional a iniciativa propia o a petición de particulares, y  



podrán acudir a ellas adjudicatarios de otros lotes.  
 
Artículo 4: No obstante lo dispuesto en el artículo anterior,  
cuando se presenten dificultades para la ejecución de los  
aforos o tasaciones por mala repartición de las especies,  
dificultades del terreno, escasez de personal técnico, etc.,  
o por aconsejarlo así razones de orden social, se podrán  
permitir otros sistemas, como el de la adquisición directa de  
los productos recolectados por la población indígena u otras  
personas dedicadas a esos trabajos.  
 
La adquisición o compra directa a los recolectores se  
efectuará por el Ministerio de la Economía Nacional o por las  
personas u organismos a quienes esta entidad autorice  
expresamente.  
 
Parágrafo: Se respetarán las concesiones actuales de  
productos de los baldíos y demás bosques o montes públicos,  
pero en el caso de aprovechamiento defectuoso se darán normas  
concretas al concesionario o se le impondrá la obligación de  
sostener un funcionario designado por el Ministerio de la  
Economía Nacional para que vigile las operaciones.  
 
Artículo 5: Tanto la extensión como el tiempo de duración de  
las concesiones, contratos, subastas, licencias o permisos  
para la explotación de bosques o montes públicos se  
determinarán por el Gobierno, de acuerdo con la naturaleza de  
los productos objeto de la explotación y de la industria a  
que abastezcan como materias primas.  
 
Artículo 6: El Gobierno podrá suspender el libre comercio y  
la exportación de aquellos productos forestales que sean  
necesarios para atender al suministro de materias primas para  
las industrias del país.  
 
Artículo 7: Con la finalidad de aprovechar el máximo de las  
capacidades productoras del suelo, el Gobierno procederá a  
dar normas para clasificación y catalogación de los terrenos  
incultos o deficientemente cultivados.  
 
Artículo 8: Clasificado un terreno como inculto o  
deficientemente cultivado, el Ministerio de la Economía  
Nacional lo hará saber al propietario para que lo ponga en  
cultivo agrícola si es apto para ello, o mejore los cultivos  
establecidos, según el caso; proceda a su reforestación o a  
la explotación técnica del bosque, dándole en cada caso un  
plazo para comenzar los trabajos. Para estos efectos, los  
organismos de crédito oficial o semioficial podrán otorgar  
préstamos de largo plazo o anticipos reintegrables en  
condiciones que faciliten su reembolso, y según los  
reglamentos que dicten sobre el particular.  
 
Artículo 9: Cada uno de los Municipios del país procederá a  
crear y sostener por lo menos un vivero de árboles  
maderables, ornamentales o adecuados para arborización de las  
carreteras y vías de comunicación y lugares o zonas que  



determine el Ministerio de la Economía Nacional.  
 
El Ministerio de la Economía Nacional conjuntamente con el de  
Obras Públicas, determinarán la forma como deben arborizarse  
las vías públicas del país.  
 
Artículo 10: Todos los propietarios de fundos rurales tendrán  
la obligación de sembrar y cultivar árboles en las líneas  
limítrofes de sus respectivas propiedades, en la proporción y  
de las especies que determine, para las distintas regiones  
del país, el Ministerio de la Economía Nacional.  
 
Artículo 11: Los establecimientos de crédito oficial o  
semioficiales no podrán hacer operaciones de préstamo, para  
fines agrícolas o pecuarios, a plazo mayor de cinco años, sin  
que el propietario se obligue expresamente a destinar una  
parte de él, no inferior al cinco por ciento (5%), para la  
siembra y cultivo de árboles en las líneas divisorias de sus  
predios o en la zona forestal protectora de los mismos, a  
menos que acredite estar cumplidos estos requisitos.  
 
Artículo 12: En adelante las quemas como sistema de  
explotación sólo podrán efectuarse previo permiso del Alcalde  
respectivo, el que sólo lo concederá a virtud de concepto de  
los Agrónomos o Inspectores de Bosques Nacionales o  
Departamentales, de que son necesarias.  
 
Artículo 13: Declárase de interés social o de utilidad  
pública para el desarrollo agropecuario e industrial del  
país, los trabajos de reforestación e hidrológico -  
forestales en la zona forestal protectora, como también la  
explotación técnica de los bosques o montes tanto privados  
como públicos.  
 
El Gobierno para la ejecución de estas obras de interés  
social o de utilidad pública, podrá imponer  
administrativamente servidumbres o decretar la expropiación  
de las extensiones de terreno que sean necesarias.  
 
Artículo 14: Para el pago del precio a que haya lugar en los  
casos de expropiación o servidumbre, se tendrán en cuenta las  
deducciones de que trata el artículo 7 de la Ley 83 de 1935.  
 
Artículo 15: Quienes directa o indirectamente causen daños o  
perturbaciones en los trabajos y explotaciones que se  
ejecuten en la zona forestal protectora, o en todos aquellos  
que se realicen de acuerdo con las normas legales, además de  
la responsabilidad civil por tales daños, serán sancionados  
breve y sumariamente con multas convertibles en arresto.  
 
Artículo 16: Las multas por infracciones a lo dispuesto en  
este Decreto podrán ser sucesivas y hasta por cinco mil pesos  
($5.000.oo) convertibles en arresto. El Gobierno al  
reglamentar este Decreto determinará los funcionarios y el  
procedimiento breve y sumario para hacerlas efectivas.  
 



Artículo 17: Todas las multas que se impongan y perciban por  
concepto de violación de las disposiciones sobre bosques y  
montes, ingresarán al Tesoro del Municipio de la ubicación  
del bosque o monte, y se destinarán exclusivamente para  
atender a la vigilancia forestal y a la organización de  
viveros de árboles.  
 
Artículo 18: De los impuestos o participaciones que se  
perciban en los contratos, concesiones, licencias o permisos,  
que se celebren u otorguen de acuerdo con el [Decreto 1196 de  
1940], al tesoro de las entidades a quienes se haya cedido su  
usufructo, ingresará únicamente el monto fijado en las leyes  
de cesión, y el excedente entrará al Tesoro Nacional.  
 
Artículo 19: El Gobierno, por conducto del Ministerio de la  
Economía Nacional, hará una relación de los sitios o terrenos  
que por sus bellezas escénicas naturales, riqueza de su gea,  
fauna o flora, particularidades geológicas, hidrológicas,  
monumentos, etc., deban destinarse a parques nacionales y ser  
objeto de protección especial.  
 
Artículo 20: Derógase el artículo 52 de la Ley 74 de 1926.  
 
Artículo 21: Este Decreto regirá desde su publicación.  
 
 
COMUNIQUESE Y CUMPLASE.  
 
Dado en Bogotá, a los 19 días de junio de 1942.  


